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LIQUIDACIÓN DE SOCIEDAD CONYUGAL DE EDUARDO MANTILLA SERRANO EN CONTRA DE JOHANA ÁLVAREZ BOTERO 
(AP. AUTO). 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C.. 

SALA DE FAMILIA 

 

  Bogotá, D.C., nueve (9) de junio de dos mil veintidós (2022). 

 

REF:  LIQUIDACIÓN DE SOCIEDAD CONYUGAL DE EDUARDO 

MANTILLA SERRANO EN CONTRA DE JOHANA ÁLVAREZ 

BOTERO (AP. AUTO). 

 

   Dando cumplimiento a lo ordenado por la Sala de Casación Civil de la H. 

Corte Suprema de Justicia, en fallo de tutela de 15 de diciembre de 2021, con ponencia 

de la H. Magistrada doctora HILDA GONZÁLEZ NEIRA, se procede a resolver el recurso 

de apelación interpuesto en contra del auto de 27 de agosto de 2020, proferido por el 

Juzgado 14 de Familia de esta ciudad, dentro del asunto de la referencia. 

 

ANTECEDENTES 

 

  Presentado el inventario y avalúo adicional por la demandada, el mismo 

fue objetado por el actor, para que se excluyeran las partidas relacionadas con el activo, 

a lo cual, luego del trámite correspondiente, accedió el Juez a quo, determinación con la 

cual se mostró inconforme aquella y, actuando en nombre propio, la atacó en reposición 

y, en subsidio, en apelación y, siéndole adversa la primera, se le concedió la segunda, 

la cual pasa, enseguida, a desatarse. 

 

CONSIDERACIONES 

 

  De entrada, se advierte que el recurso de apelación no está llamado a 

prosperar, porque las pruebas que, de oficio, se recaudaron en esta instancia, en 

aplicación de la administración de justicia con enfoque de género, las cuales no se 

decretaron, en principio, dada la restricción estatuida en el tercer párrafo del artículo 

328 del C.G. del P., no acreditan la existencia del mayor valor que se produjo, según la 

demandada, respecto de los bienes propios del actor en vigencia de la sociedad 

conyugal, como se verá más adelante. 

 

   En efecto, en primer lugar, no puede dejarse de lado que decidir un asunto 

judicial bajo dicha perspectiva, no significa acceder obligatoriamente a las peticiones, ni 

desfigurar la realidad procesal en favor de quien ha sido víctima de violencia por razón 

de su género. 



2 
 

 
 
LIQUIDACIÓN DE SOCIEDAD CONYUGAL DE EDUARDO MANTILLA SERRANO EN CONTRA DE JOHANA ÁLVAREZ BOTERO 
(AP. AUTO). 

 

   Sobre el punto, la H. Corte Suprema de Justicia ha dicho: 

   “… Visto lo anterior, refulge que juzgar con perspectiva de género no 

significa desfigurar la realidad para beneficiar a un sujeto procesal o que deba 

accederse a las pretensiones enarboladas por un grupo de personas históricamente 

excluido o discriminado; en verdad se trata de una obligación, a cargo de los 

funcionarios judiciales, para que en su labor de dirección activa del proceso, superen la 

situación de debilidad en que se encuentra la parte históricamente discriminada o 

vulnerada, evitando reproducir patrones o estereotipos discriminatorios que impidan 

acercar la justicia al caso concreto. Su operatividad sirve exclusivamente a los fines 

propios del proceso judicial y al rigor del acto probatorio. 

   “Sobre el particular, la Corte Constitucional ha doctrinado que  

   “‘analizar con perspectiva de género los casos concretos donde son parte 

mujeres afectadas o víctimas: i) no implica una actuación parcializada del juez en su 

favor; reclama, al contrario, su independencia e imparcialidad y ii) ello comporta la 

necesidad de que su juicio no perpetúe estereotipos de género discriminatorios, y; iii) 

en tal sentido, la actuación del juez al analizar una problemática como la de la 

violencia contra la mujer, exige un abordaje multinivel, pues, el conjunto de 

documentos internacionales que han visibilizado la temática en cuestión 

constituyan o no bloque de constitucionalidad- son referentes necesarios al 

construir una interpretación pro fémina, esto es, una consideración del caso 

concreto que involucre el espectro sociológico o de contexto que describe el 

calamitoso estado de cosas, en punto de la discriminación ejercida sobre la 

mujer. Se trata por tanto de, utilizar las fuentes del derecho internacional de los 

derechos humanos junto con el derecho interno, para buscar la interpretación más 

favorable a la mujer víctima. (CC SU080/20)’” (Sentencia STC-15780-2021 de 24 de 

noviembre de 2021, M.P. doctor AROLDO WILSON QUIROZ MONSALVO). 

 

   Así las cosas, se entra a analizar el reparo de la apelante, consistente en 

que se excluyeron del inventario adicional las partidas relacionadas con el mayor valor 

que adquirieron los bienes propios de don EDUARDO, durante la vigencia de la 

sociedad conyugal, el cual no está llamado a prosperar, porque todo lo que acrezca a 

los bienes que son del dominio exclusivo de cualquiera de los cónyuges es del 

respectivo propietario, siguiendo la regla de que lo accesorio sigue la suerte de lo 

principal (ordinal 3º art. 1783 del C.C.), sin perjuicio de que, en su caso, pueda 

reclamarse la recompensa que corresponda, si hay lugar a ello. 
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  Sobre el particular, tiene dicho la doctrina:  

   “6. Aumento de valor de los bienes propios.- Cuando el Art. 1827 habla 

de ‘aumento que provenga de causas naturales e independientes de la industria 

humana’, sin hacer distinción en la clase de aumento, si es ‘aumento material’ o 

‘aumento inmaterial’, como el aumento de valor, está sin lugar a dudas contemplando 

ambas posibilidades, a diferencia de lo que ocurre con el num. 3 del Art. 1783, que se 

limitó a hablar de ‘aumentos materiales’. Por lo tanto, el aumento de valor a bienes 

propios tiene tratamiento especial. 

  “A. Aumento de valor.- Se trata de aquel incremento de valor que durante 

la sociedad conyugal y, concretamente, a su disolución, adquieren los bienes propios 

que corresponden a cada uno de los cónyuges, con independencia de la causa que lo 

origine. Por lo tanto, para que se presente este fenómeno se necesitan los siguientes 

requisitos: En primer lugar, la existencia de bienes propios en cabeza de cualquiera de 

los cónyuges. En segundo lugar, que exista un aumento del valor de los mismos, 

porque, de no existir, no tendría aplicación lo mencionado; y que, en caso de 

disminución de valor, también el titular asumiría dicha pérdida de valor. En tercer lugar, 

es indispensable que exista una causa valorativa, que explique dicho aumento. 

  “B. Tratamiento jurídico.- Reunidos los anteriores requisitos, el aumento 

de valor toma el mismo carácter propio del bien al cual se refiere. Sin embargo, la causa 

valorativa, esto es, el motivo por el cual se produce el incremento de valor, tiene 

importancia para el establecimiento eventual de una recompensa a favor del cónyuge 

beneficiario del incremento de valor y en beneficio de la sociedad conyugal 

eventualmente perjudicada. Porque pueden darse varios casos en los cuales puede 

existir o no ese tipo de recompensa, a saber: El primero de ellos es aquel en que el 

incremento de valor, se produce por consecuencias naturales, como el aluvión, que, al 

incrementar la extensión de terreno, incrementa igualmente su valor, evento en el cual 

todo el incremento, el material y el valor, asumirá al carácter propio, sin que haya lugar 

a recompensa que deba el cónyuge a favor de la sociedad. El segundo caso, es aquel 

incremento del valor del bien, por ‘la industria humana’, bien por la construcción hecha 

con el esfuerzo personal o encargada de un tercero, caso en el cual siendo el 

incremento de valor consecuencial al incremento material que es accesorio del bien 

propio, todo será y tendrá carácter propio, sin perjuicio del derecho que tiene la 

sociedad a que el cónyuge le compense el valor de aquello que se invirtió o gastó en la 

realización de la construcción (v.gr. esfuerzo personal, trabajo, materiales, etc.). El 

tercer caso se refiere al incremento de valor que sufre un bien propio, por la 

realización de obras cercanas o medianamente próximas, que a su turno incrementa 

el valor de aquel que, incluso, dan lugar a valorización, evento en el cual este 

incremento de valor también es un bien propio, al igual que la cosa principal, sin 
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perjuicio del derecho de recompensa que tiene la sociedad por los gastos e impuestos 

que realizó para tal efecto. El cuarto caso es aquel incremento de valor que 

simplemente obedece a una compensación por la desvalorización de la moneda, sin 

que se hagan gastos de inversiones para tal efecto, caso en el cual dicho incremento 

valorativo sería Igualmente bien propio y ‘nada deberá a la sociedad’ (Art. 1827 inc. 2 

del C.C.)” (PEDRO LAFONT PIANETTA, “Derecho de Familia”, T. I, 1ª ed., Librería 

Ediciones del Profesional Ltda., Bogotá, 2010, p. 746-747). 

 

  De manera que la inclusión en el inventario del rubro de que se viene 

tratando, no resulta viable, porque no se demostró la efectiva valorización de los predios 

relacionados en las hojas números 1 y 2 del cuaderno 5 del expediente, denominado 

“inventarios y avalúos adicionales”, en el período comprendido entre el 21 de abril de 

2007, fecha en la que las partes contrajeron matrimonio, y el 17 de marzo de 2015, 

calenda en la que se disolvió la sociedad conyugal, pues no bastaba con argüir, por la 

impugnante, que los predios tuvieron un incremento en el valor, sino que era necesario 

especificar y demostrar a qué se debió el aumento durante el período referido, aparte 

de su monto, cargas que se omitieron por completo, pese a que este Despacho, 

mediante auto de 1º de abril del presente año, requirió a ambas partes, para que 

informaran respecto de cada uno de los bienes propios de don EDUARDO, en qué 

consistieron las mejoras efectuadas en vigencia de la sociedad conyugal que llevarían a 

que aquellos tuvieran un aumento en su valor, frente a lo cual el citado manifestó que 

no se les hizo mejora alguna, respuesta que, en últimas, coincide con la dada por doña 

JOHANA, el 4 de abril del corriente año, en la que afirmó que, por no ser bienes de ella, 

desconoce “si existen o no mejoras que se le hayan hecho a estos bienes” (archivo No. 

67 de esta instancia), información que resultaba necesaria para establecer la existencia 

y a cuánto ascendía el mayor valor que la demandada deseaba, o desea, inventariar. 

 

Ahora, la falta de prueba sobre las modificaciones hechas a los predios del 

demandante no se subsana con realizar la operación aritmética de hallar la diferencia 

entre el valor catastral que tenían los predios al inicio y al final de la sociedad, porque, 

como quedó dicho en párrafos precedentes, el aumento que daría lugar a su inclusión 

en el inventario debe provenir de una intervención de la industria humana y, además, 

porque no puede especificarse, con base en los certificados catastrales, que se 

allegaron con ocasión de la prueba de oficio decretada en esta instancia, a qué se 

debió el aumento del valor de los bienes durante la vigencia de la sociedad conyugal. 

 

Sobre el punto, la H. Corte Constitucional, en sentencia C-278 de 7 de 

mayo de 2014., M.P.: doctor MAURICIO GONZÁLEZ CUERVO, estableció que “la 
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valorización adicional del bien como resultado de las fluctuaciones económicas y del 

mercado pertenece a la sociedad conyugal y deberá ser dividida entre los cónyuges sin 

que lo anterior se configure en una violación del derecho a la propiedad privada, ya que 

no es el fin del matrimonio lucrarse ni enriquecerse a costa del otro”, aunque dejó en 

cabeza del interesado la carga de acreditar el valor que enriqueció a quien era titular de 

un bien propio, en cumplimiento de la regla general prevista en el artículo 167 del C.G. 

del P., acerca de que incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las normas 

que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen. 

 

De otra parte, tampoco es posible incluir las utilidades que los predios 

pudieron generar durante la vigencia de la sociedad conyugal, pues no se encuentra 

demostrada su existencia al momento de la terminación de aquella y tampoco que las 

mismas hayan sido capitalizadas, aparte de que se pretermitió, también, especificar 

cuál era su monto. 

 

En lo que tiene que ver con la inclusión de 2’724.095 acciones que tiene el 

demandante en la sociedad SANTAMAR S.A., debe sentarse que en el inciso 2º del 

numeral 2 del artículo 501 del C.G. del P. se dispone: 

“En el activo de la sociedad conyugal se incluirán las compensaciones 

debidas a la masa social por cualquiera de los cónyuges o compañeros permanentes, 

siempre que se denuncien por la parte obligada o que esta acepte expresamente las 

que denuncie la otra y los bienes muebles e inmuebles aportados expresamente en 

las capitulaciones matrimoniales o maritales. En los demás casos se procederá 

como dispone el numeral siguiente. 

“En el pasivo de la sociedad conyugal o patrimonial se incluirán las 

compensaciones debidas por la masa social a cualquiera de los cónyuges o 

compañeros permanentes, para lo cual se aplicará lo dispuesto en el inciso anterior. No 

se incluirán en el inventario los bienes que conforme a los títulos fueren propios del 

cónyuge sobreviviente.  

   “En caso de que se incluyeren el juez resolverá en la forma indicada en el 

numeral siguiente. 

   “La objeción al inventario tendrá por objeto que se excluyan partidas que 

se consideren indebidamente incluidas o que se incluyan las deudas o compensaciones 

debidas, ya sea a favor o a cargo de la masa social” (lo resaltado por fuera del texto). 

 

Al respecto, sostiene la doctrina lo siguiente: 

   “Tratándose del inventario y avalúo de la sociedad conyugal o sociedad 

patrimonial (Art. 501, num. 2, C.G.P.), es preciso incluir: Como activos sociales (art. 
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501, num. 2, C.G.P.) los de carácter ‘social’ (y no los bienes propios, como ahora lo indica 

el inciso final del num. 2 del art. 501 C.G.P.) que a ella pertenezcan (art. 1º, Ley 28 de 

1932), y ‘los bienes muebles e inmuebles aportados expresamente en las capitulaciones 

matrimoniales (art. 501, num. 2, inc. 2º, C.G.P.) (y no los que no hayan sido aportados, ni 

aquellos que lo han sido de manera diferente), que constituyen el activo social bruto, así 

como las acumulaciones imaginarias sociales (arts. 1825 y 1821 C.C.) porque son 

compensaciones a favor de la sociedad (art. 501, num. 2, C.G.P. y art. 4º Ley 28 de 1932), 

que constituyen ‘el activo social imaginario’; a todo lo cual, en caso de reconocerse 

(porque no es obligatorio, en virtud de que de común acuerdo puede renunciarse a pedir 

la compensación o restitución, según el art. 16 C.C.), el haber social relativo, se le extraen 

las deducciones o restituciones de aportes temporales (art. 4º Ley 28 de 1932 y art. 1826 

C.C.) hechos solamente en capitulaciones matrimoniales o maritales (como se desprende 

del inciso 2º del num. 2 del art. 501 C.G.P.)” (PEDRO LAFONT PIANETTA, “Proceso 

Sucesoral”, T. II, 5ª ed., Ed. Librería Ediciones del Profesional Ltda., Bogotá, 2019, p. 

105). 

 

Para acreditar que las acciones de SANTAMAR S.A. están en cabeza del 

demandante, la interesada allegó copia de la escritura pública No. 3.501 del 29 de 

diciembre de 2006, de la Notaría 9ª del Círculo de Bogotá, mediante la cual se llevó a 

cabo la partición notarial de la herencia del causante EDUARDO CAMACHO BARCO, en 

la que el aquí demandante fue reconocido como acreedor hereditario, junto con sus 

hermanos FERNANDO, AUGUSTO y MARÍA VICTORIA MANTILLA SERRANO, por un 

valor de $906’493.020,48 y, por esa razón, para el pago de sus acreencias, les fueron 

adjudicadas, entre otros bienes, 10.896.382 acciones de la citada sociedad; sin embargo, 

como quiera que estas fueron adquiridas por el actor antes de contraer matrimonio con la 

demandada, constituyen en su conjunto un bien propio que no entró a formar parte de la 

sociedad conyugal, pues por ninguna parte se demostró que hubiera sido aportado a ella, 

mediante capitulaciones, tal como se prevé en el precepto transcrito. 

 

Por otro lado, el mayor valor de las acciones a que se ha hecho referencia, 

tampoco podría formar parte del inventario y avalúo adicional, ya que este es inexistente, 

pues, de la respuesta dada por el ente societario SANTAMAR S.A., se puede concluir 

que las 2’764.921 acciones en cabeza del demandado no tuvieron un aumento en su 

cotización, durante la vigencia de la sociedad conyugal, pues aquella informó que, en el 

período comprendido entre el 21 de abril de 2007 y el 9 de marzo de 2015, tuvieron un 

valor nominal de $1.00 MCTE (archivo No. 78 de esta instancia). 
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Finalmente, debe advertirse que la sanción prevista en el artículo 1824 del 

C.C. no es susceptible de abordarse en este trámite liquidatorio, que es, por su misma 

naturaleza, de jurisdicción voluntaria, eventualmente, convertible en contencioso y que, 

por ese mismo carácter, no tiene un espacio para la discusión de semejante tópico, de 

suerte que la interesada, si lo considera del caso, deberá acudir a las vías procesales 

previstas para el efecto. 

 

Conforme con lo dicho, el auto apelado deberá confirmarse, en lo que fue 

objeto del recurso, sin más consideraciones, por no ser ellas necesarias. 

 

  En mérito de lo expuesto, EL TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO 

JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C., EN SALA DE FAMILIA DE DECISIÓN,  

 

RESUELVE 

 

1º.- CONFIRMAR, en lo que fue objeto del recurso, el auto apelado, esto es, 

el de 10 de diciembre de 2019, proferido por el Juzgado 14 de Familia de esta ciudad, 

dentro del asunto de la referencia.  

 

  2º.- Costas a cargo de la apelante. Tásense por el a quo (art. 366 C.G. del 

P.) e inclúyase como agencias en derecho la suma de $400.000. 

 

3º.- Ejecutoriado este auto, devuélvanse las diligencias al Juzgado de 

origen. 

 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

 

 

 

CARLOS ALEJO BARRERA ARIAS 

Magistrado 
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